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IDENTIFICACIÓN DEL CASO: 

▪ Expediente:         252 – 2010 

▪ Juzgado:      Juzgado especializado en lo civil de San Martín - Tarapoto 

▪ Demandante:      Arturo García del águila 

▪ Demandados:     Anita Vásquez Grandez 

     Scotiabank S.A.A. 

     Mi Banco – Banco de la microempresa S.A. 

▪   Materia:       Civil – Tercería de Propiedad 

▪ Vía de procedimiento:  Abreviado 

▪ Petitorio:             Suspender el remate que recae sobre el inmueble vía  

                                    proceso ejecutivo y desafectar el 50% de las acciones y dere- 

        chos que le corresponderían al demandante, en función a la  

        garantía hipotecaria constituida a favor de Scotiabank. 

     

ESTRUCTURA GENERAL: 

RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR PARTE DEL DEMANDANTE: 

1. Que, en el año 1992 el demandante contrajo matrimonio con la señora  Anita 

Vásquez Grandez, el cual está sujeto al régimen de sociedad de gananciales hasta 

la fecha.  

2. Que, como sociedad conyugal en el año 2005  adquirieron el inmueble ubicado 

en el Jr. Shapaja Nro. 373, ubicado en la distrito de Tarapoto – San Martín, en el 

cual actualmente se encuentra en posesión continua, pacífica, pública y pagando 

los tributos correspondientes. 

3. Que, la demandada ha dispuesto del mencionado inmueble al constituir 

garantías reales de hipoteca a favor de identidades bancarias, sin su 

correspondiente intervención.  



4. Que, el préstamo solicitado por la demandada no ha ingresado al patrimonio de 

la sociedad conyugal y por lo tanto, el demandante no podría verse afectado por 

un crédito de carácter personal de la  señora Anita Vásquez. 

5. Por consiguiente, el demandante considera que se debe desafectar el 50% de las 

acciones y derechos que recaen sobre el inmueble, a fin de salvaguardar su 

derecho de propiedad en calidad de cónyuge de la demandada, frente a un acto 

en el cual él no tuvo participación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



La entidad bancaria Scotiabank S.A.A. se apersona al proceso a través de su 

representante legal y cumple con contestar la demanda solicitando que esta sea 

declarada como improcedente basándose en lo siguiente. 

RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LA PARTE DEMANDADA: 

1. Scotiabank pone en evidencia que el demandante no ha cumplido con 

fundamentar su demanda de acuerdo a los requisitos señalados por ley según 

lo estipulado en el artículo 533° del Código Procesal Civil referente a la tercería 

de propiedad. 

 

2. La entidad bancaria Scotiabank,  esclarece que como entidad crediticia, son 

totalmente ajenos a los conflictos legales que tuviera la sociedad conyugal, lo 

cual estaría fuera del amparo de los artículos 2014°, 2016 y 2022° del Código 

Civil que son objeto de análisis del presente caso. 

 

3. Scotiabank sostiene que adquirió un derecho real conforme al antecedente 

registral; es decir, de buena fe al amparo de lo prescrito en el art. 2014º del 

Código Civil, lo cual no ha sido desvirtuado con medio probatorio alguno por 

parte del demandante, ya que la señora Anita Vásquez era la única persona que 

registralmente tenía todo el derecho de disponer del bien. 

4. Por lo tanto, la entidad bancaria Scotiabank recalca que el demandante realizó 

su rectificación registral de la propiedad inmueble con fecha posterior a la 

constitución de la hipoteca a favor de la entidad y por ello, este no podría tener 

una mayor relevancia frente al derecho inscrito por el banco, considerando el 

principio de la prioridad registral. 

5. Finalmente, Scotiabank hace énfasis en que el derecho del demandante no 

puede ser oponible al derecho del banco en aplicación del artículo 2022° del 

Código Civil, dado que en el ámbito de los derechos reales sólo es oponible 

aquel derecho que fue inscrito con anterioridad al de aquel a quien se opone. 

Por ende, el derecho adquirido por el banco sería válido en todo cuanto le 

corresponda. 
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Considerando los puntos más relevantes del proceso de tercería de propiedad, es 

sumamente importante analizar los siguientes problemas jurídicos a fin de llegar a una 

conclusión que permita un mayor esclarecimiento de la aplicación de las normas que 

competen al caso. 

 

IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE: 

1. LOS FUNDAMENTOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA DEMANDA DE TERCERÍA 

DE PROPIEDAD. 

Según el artículo 533° del Código Procesal Civil, para que una demanda de 

tercería de propiedad proceda de manera óptima en la vía procesal 

correspondiente (abreviada), esta debe tener como fundamento y de manera 

alternativa, las siguientes situaciones: 

a) Debe fundarse en la propiedad de bienes afectados judicialmente por 

medida cautelar o para la ejecución. 

b) Debe fundarse en el derecho preferente a ser pagado con el precio de tales 

bienes. 

c) Puede fundarse en la propiedad de bienes afectados con garantías reales, 

cuando el derecho del tercerista se encuentra inscrito con anterioridad a 

dicha afectación. 

     Respecto al último punto señalado, se observa que este no se cumple en la 

demanda interpuesta por el tercerista, pues como se puede observar en las 

partidas registrales del inmueble, el demandante en calidad de “rectificación” 

inscribió su derecho de propiedad en los Registros Públicos el día 05 de 

noviembre del año 2009; mientras que los actos de hipoteca fueron inscritos en 

el registro con mayor anterioridad tomando en cuenta el estado civil de soltera 

de la señora Vásquez, quien era la única persona a nivel registral que ostentaba 

la facultad de disposición del bien. 

     Por otro lado, para profundizar un poco más en cuanto al objeto que persigue 

la tercería de propiedad, la Dra. Eugenia Ariano Deho (2009) refiere lo siguiente 

en cuanto a este concepto: 



En el CPC. de 1993 la tercería viene (ambiguamente) concebida como una 

forma de intervención de tercero (art. 100) que sin embargo da lugar a un 

proceso autónomo (art. 486 inc. 5) tendiente a que se “reconozca” (art. 

100) el derecho de propiedad (arts. 100 – 533) o un “mejor derecho” (art. 

100) de un tercero con relación a los bienes “afectados” por una medida 

cautelar (arts. 100-355) o de ejecución (art. 355). Con lo cual parecería que 

la tercería – cual “intervención principal excluyente”- tendría por objeto 

obtener una mera declaración en cuanto al derecho alegado por el tercero 

(propiedad u otro) sobre el bien “afectado” y no – recogiendo el 

neologismo del art. 624 del CPC – provocar “la desafectación del bien”, que 

es algo que la ley no dice en la regulación de la tercería como sí lo decía 

claramente el CPC de 1912 (arts. 749 y 755). (pág. 27) 

     Cabe destacar que, si bien la ley no señala explícitamente que uno de los 

objetivos de este proceso es la desafectación del bien como tal, es una de las 

características más importantes del mismo, ya que rige a favor del tercero que 

no tuvo ninguna relación previa al proceso de ejecución o cautelar según sea el 

caso. Por lo tanto, para lograr la desafectación del bien y proteger el derecho 

de propiedad ante una probable vulneración del mismo, es importante cumplir 

con los supuestos del artículo 533° del Código Procesal Civil, pues de lo 

contrario sería considerado como una demanda improcedente al no cumplir  

con los fundamentos que señala la normativa legal vigente. 

    Por último, el demandante en ningún momento presentó de manera oportuna 

algún documento que logre desvirtuar la buena fe de la contraparte. Sin 

embargo, pese a estas observaciones, el Juez de primera instancia sentenció de 

manera favorable al tercerista, declarando su demanda como fundada y 

ordenando la desafectación del 50% del bien para salvaguardar el derecho de 

propiedad del accionante perjudicado. 

2. LA PRIORIDAD DEL DERECHO EN BASE AL MOMENTO DE SU INSCRIPCIÓN 

Uno de los fundamentos en los cuales se basa el Juez de segunda instancia para 

tomar una posición en relación al presente caso, es en el principio registral de 

la prioridad.  



En el ámbito registral, se le otorga una mayor preferencia y por consiguiente un 

mayor rango a aquel derecho que posee la inscripción más antigua. El conflicto 

con los acreedores hipotecarios puede obtener una rápida solución cuando se 

analiza a fondo este principio tipificado en el artículo 2016° del Código civil el 

cual de manera muy concisa señala que el ordenamiento jurídico otorga 

preferencia (amparo) al derecho en mérito a su fecha de inscripción. En el 

presente proceso de tercería, según los asientos registrales presentados como 

medios probatorios, se puede observar que la inscripción del derecho de 

propiedad del demandante fue inscrito con fecha posterior a las constituciones 

hipotecarias y por consiguiente no prosperaría el hecho de brindarle una mayor 

preferencia o protección legal.  Al respecto, el autor Gonzales Barrón (2016) 

delimita el concepto de este principio de la siguiente manera: 

 

La prioridad registral surge con el fin de jerarquizar los créditos, pero no 

solo eso, sino que también produce la reserva del rango para ubicar el 

crédito en relación con los terceros en general. Este es el concepto técnico. 

Por el contrario, la perspectiva desmesurada confunde la prioridad con 

distintas figuras, de objetivos diferentes, como el principio sustancial de la 

oposición o con la regla formal de la eficacia de la inscripción a partir del 

asiento de presentación. (pág. 846) 

En tal sentido, la prioridad registral tiene como finalidad el orden de los derechos 

teniendo como referencia el momento de la inscripción mas no el de la 

presentación  del asiento registral para su calificación.  

En el proceso de tercería, es evidente que quien inscribió primero su derecho 

fueron los acreedores hipotecarios basándose en la información que brindaba el 

registro. Este principio se complementa con el de oponibilidad de derechos, cuya 

función principal es el descarte de un derecho frente al otro, como se puede 

apreciar a continuación. 

3. OPONIBILIDAD DE DERECHOS REALES 

Sin alejarnos del análisis precedente, es necesario también hacer énfasis en la 

oponibilidad de derechos reales que se produce en el presente proceso. 



Cuando esta situación surge en un proceso de tercería de propiedad y el bien se 

encuentra afectado por un derecho real de garantía, la ley es clara al señalar 

que prevalece el derecho de aquel que lo inscribió primero.  

 

En este caso, el bien inmueble fue afectado anteriormente por un derecho de 

garantía real de hipoteca a favor de la entidad bancaria Mi Banco; y 

posteriormente, se constituyó nuevamente otra hipoteca a favor del banco 

Scotiabank para luego suscribir una ampliación del crédito en mérito de dicho 

acto. Dichas constituciones reales de garantía, fueron celebrados con la única 

persona que ostentaba todo el derecho para celebrar los mencionados actos 

jurídicos que era la señora Anita Vásquez Grandez, quien figuraba como 

soltera; sin embargo, una vez celebrados dichos actos e inscritos en los 

Registros Públicos, el demandante inscribe su derecho de propiedad en mérito 

de una rectificación y en calidad de cónyuge de la señora Vásquez con fecha 05 

de noviembre del año 2009. 

 

A raíz de la rectificación de su derecho frente al bien inmueble, el demandante 

acude a las instancias judiciales para desafectar el 50% del bien, alegando que 

se trata de un bien de la sociedad de gananciales y por lo tanto posee mayor 

derecho frente al acreedor ejecutante; no obstante, considero que eso no es 

tema de discusión, sino quién posee un mejor derecho de propiedad frente a 

un mismo bien. Asimismo, según el art. 2022° del Código civil indica lo 

siguiente: “Art. 2022.- Oposición de derechos reales: Para oponer derechos 

reales sobre inmuebles a quienes también tienen derechos reales sobre los 

mismos, es preciso que el derecho que se opone esté inscrito con anterioridad al 

de aquel a quien se opone. Si se trata de derechos de diferente naturaleza se 

aplican las disposiciones del derecho común.”. Por esta razón es que tanto el 

principio registral de prioridad como el de opinibilidad se complementan entre 

sí para dar un mayor alcance de protección al que inscribe primero pues este 

acto de inscripción otorga protección jurídica erga omnes, lo cual es uno de los 

propósitos más trascendentales del registro. Asimismo, cabe destacar que en el 

presente proceso de tercería no se está oponiendo un derecho personal, sino 



dos derechos reales, de los cuales se debe de estudiar el origen de cada uno 

para así tener una conclusión certera de cuál debe de prevalecer.  

 

Respecto al principio registral de oponibilidad, Rimascca Huarancca (2015) 

sostiene lo siguiente: 

 

El principio de oponibilidad registral es aquel principio en virtud del cual, 

que frente a una concurrencia de títulos o derechos, prima siempre el que  

primeramente se inscribió, siempre y cuando que dicha inscripción se haya 

realizado de buena fe. En este sentido, el principio de oponibilidad 

establece una prelación del derecho inscrito, frente al derecho no inscrito, 

indistintamente de la calidad del derecho, ya sea este derecho de 

naturaleza real – propiedad inscrito – o de naturaleza personal – embargo 

inscrito -. Asimismo, en España al principio de oponibilidad se le denomina 

principio de inoponibilidad, la cual es regulada en sentido contrario a lo 

establecido en el Perú. (pág. 86) 

 

Por consiguiente, por aplicación de la normativa del código civil y de la 

jurisprudencia como fuente del derecho, resultaría incongruente oponer un 

derecho real frente a otro de igual naturaleza mientras este no haya sido 

inscrito con anterioridad en el registro; concluir lo contrario sería atentar 

contra los principios registrales del derecho. 

 

4. PROTECCIÓN DEL DERECHO DEL TERCERO ADQUIRIENTE DE BUENA FE 

Como último punto de análisis de los principales problemas jurídicos del 

expediente, tenemos la buena fe del tercero que adquirió un derecho 

basándose en la información que brindaba el registro. Este hecho se encuentra 

respaldado por el principio de la buena fe registral tipificada en el artículo 

2014° del Código Civil.  

 

En este caso, la calidad de tercero adquiriente de buena fe recae sobre las 

entidades bancarias como Mi Banco y Scotiabank que en un determinado 



momento suscribieron un contrato de hipoteca para posteriormente inscribir 

su derecho de real de garantía en los registros públicos y este sea oponible a 

terceros.  

 

Según el principio de la fe pública registral, el tercero que de buena fe adquiere 

a titulo oneroso algún derecho de persona basándose en la información del 

registro y contrata con la persona que según esa publicidad registral, tenía 

todas las facultades para otorgarlo, el derecho adquirido se mantiene una vez 

inscrito aunque posteriormente este derecho se anule, se rescinda, se cancele 

o se resuelva en virtud de causas que no consten en los asientos registrales. Sin 

lugar a dudas, esta norma ampara el accionar de las entidades bancarias que 

confiando en la información brindada, contrataron con la señora Vásquez, 

creyendo en la veracidad de lo señalado en los asientos registrales del bien 

inmueble. No obstante, la carga de la prueba recae en el demandante para 

poder demostrar algún posible acto de mala fe, pues de por sí la buena fe del 

tercero se presume. 

 

Asimismo, cabe señalar que en el artículo 87° del T.U.O del Reglamento 

General de los Registros Públicos publicada en el año 2012 indica lo siguiente: 

“en ningún caso la rectificación del registro perjudicará los derechos adquiridos 

por tercero de buena fe durante la vigencia del asiento que se declare 

inexacto”. Como se puede apreciar, este lineamiento emitido con posterioridad 

al presente caso, ya era aplicado para la resolución de conflictos jurídicos y 

registrales, lo cual es una clara confirmación de la protección del tercero de 

buena fe. 

 

En relación al análisis expuesto, el autor Tarazona Alvarado (2017) 

complementa y confirma el concepto del principio de la buena fe registral de la 

siguiente manera: 

 

Se puede definir al principio de fe pública registral como aquel que 

propende a la protección de los terceros de buena fe que adquirieron un 



derecho sobre la base de la información proporcionada por el Registro y lo 

han inscrito, aunque el transferente no tenía dicho título o este sea 

anulado, rescindido, resuelto, o cancelado, en mérito de causas que no 

constan en el registro. (pág. 272) 

 

Finalmente, el principio de la buena fe registral tiene como uno de sus 

objetivos brindar seguridad jurídica al tráfico patrimonial a partir de la 

información que muestran los Registros Públicos y pese a posibles 

rectificaciones futuras, este derecho adquirido no se ve afectado salvo que la 

contraparte pueda demostrar que el tercero haya podido tener acceso a alguna 

información que no constaba en el registro. 
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Luego de haber evaluado el caso, considero que tanto la sentencia de la Sala Superior 

como de la Corte Suprema se encuentran debidamente fundamentadas y basadas en 

principios acordes al derecho, en la medida de que en ambas se tomaron en cuenta 

normativas legales que profundizan aún más el concepto y la configuración de los 

requisitos de tercería de propiedad y oponibilidad de derechos reales; no obstante, 

difiero con la sentencia emitida por el Juzgado Civil debido a que, a mi parecer, no se 

realizó un apropiado análisis de los medios probatorios presentados por el accionante 

ni de la base legal con la que sustenta su pretensión.  

POSICIÓN FUNDAMENTADA DE CADA RESOLUCIÓN EMITIDA Y LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

• RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA  

Conforme a lo dispuesto en esta sentencia, se da por resuelto declarar fundada en 

parte la pretensión del recurrente sobre tercería de propiedad en contra del Banco 

Scotiabank S.A.A., basándose en  dispositivos legales, que en mi opinión, no son los 

más idóneos para resolver el presente caso, ya que se comete una contravención a los 

fundamentos básicos de la tercería de propiedad y al derecho registral, para 

posteriormente basarse en leyes que amparan la disposición patrimonial de una 

sociedad de gananciales, cuyo tema no es objeto central de la controversia. 

Asimismo, se puede apreciar que el Juez no ha hecho un análisis más profundo en lo 

que respecta a los artículos 2014 y 2022 del Código Civil. Por el contrario, desestima el 

hecho de que la demandada, la señora Anita Vásquez Grandez al momento de 

contratar con el Banco Scotiabank, figuraba como soltera, lo cual le daba total 

potestad a la otra parte de poder contratar con ella sin ningún impedimento legal 

acerca del bien inmueble, pues así lo demostraba el registro. Posteriormente a ello, no 

se consideró las tres condiciones que debe acreditar un demandante en un proceso de 

tercería de propiedad, los cuales según la doctrina serían las siguientes:  

a) El tercerista debe ser propietario del inmueble previamente a la práctica del 

embargo o en su defecto, antes de la inscripción del gravamen. 



b) La propiedad del tercerista debe constar en instrumento público o privado de 

fecha cierta. Esta prueba es determinante para concluir si el demandante  está 

o no habilitado para recurrir a la tercería. 

c) Un problema adicional será determinar la fecha cierta del documento 

probatorio que presente el tercerista, pues tratándose de documentos de 

carácter privado, se debe tener la certeza de su legitimidad. 

Tomando en cuenta estos tres puntos importantes, el Juez de primera instancia no 

hace la apreciación de que el accionante no ha podido demostrar que su derecho haya 

sido inscrito con anterioridad a la constitución de las hipotecas a favor de las entidades 

financieras Scotiabank y Mi Banco. 

De acuerdo a los puntos expuestos, es además evidente la inobservancia por parte del 

Juez acerca del segundo párrafo del artículo 533° del Código Civil, el cual dispone que 

la tercería de propiedad puede fundarse en bienes afectados con garantías reales, 

cuando el derecho del tercerista se encuentre inscrito con anterioridad a dicha 

afectación, lo cual no es el caso del presente proceso. 

Asimismo, el Juez de primera instancia al parecer no realizó un correcto análisis de los 

medios probatorios pues si bien el demandante sostiene tener un vínculo matrimonial 

con la demandada, este posee el estado civil de soltero en su DNI pese a que contrajo 

matrimonio en el año 1992. En consecuencia, se puede inferir que la señora Vásquez 

también podría figurar como soltera en el estado civil de su documento de identidad, 

hecho que podría confirmar la presunción de la buena fe del tercero. Sin embargo, 

este pequeño detalle fue pasado por alto en esta primera instancia.  

Para obtener un mayor alcance en cuanto a la valoración y grado de utilidad que el 

juez le otorga a la prueba en un proceso judicial, el abogado de nacionalidad argentina 

Gozaíni (1997) hace la siguiente referencia:  

De utilidad probatoria son las actividades encaminadas a formar la 

convicción judicial. Su proximidad son la pertinencia y la adminisibilidad es 

manifiesta, pero la diferencia estriba en que la razón de lo útil es 



contingente e hipotética, se verá recién la eficacia al tiempo del 

pronunciamiento. 

Esa aleatoriedad no impide apreciar la utilidad de la prueba en conjunto o 

en cada medio, e inclusive, aceptar como de mayor contundencia 

demostrativa una prueba que otra (…). (pág. 151) 

En base a lo que sustenta el citado autor, es evidente que en este caso el Juez sólo se 

limitó a brindar prioridad a aquellos fundamentos fácticos que no se basaban en el 

conflicto normativo de fondo. 

A consecuencia de ello, concluye que el bien pertenece a la sociedad de gananciales y 

que la deuda originada por el acto de hipoteca, no incumbe al cónyuge demandante 

pues este fue un préstamo que no ingresó a la sociedad de gananciales (hecho que 

tampoco pudo ser probado por el demandante), ni mucho menos fue partícipe de 

dicho acto de constitución de hipoteca. Respecto a este contexto, el editor Priori 

Posada (2012) señala el siguiente argumento: 

En mi opinión, una mal entendida protección al cónyuge (desamparado o 

desinformado) no puede ser la excepción de las reglas que el propio Código 

Civil establece. En efecto, en el común caso de transferencia, sea de un 

bien inmueble (por la posesión), bastan dichos signos de reconocimiento 

para que se proteja la buena fe del tercero adquiriente. (pág. 199) 

Siguiendo con la lógica del citado texto, la falta de regularización documentaria del 

estado civil de las partes, no es causal suficiente para la convalidación del derecho de 

la propiedad y la vulneración de los principios registrales tipificados en el código civil. 

Finalmente, difiero con el fallo emitido en esta primera instancia pues considero que 

debió ser declarada improcedente. 

• RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA  

La Resolución de la sentencia de esta segunda instancia basa sus argumentos en las 

principales controversias jurídicas que surgen en torno a un proceso de tercería de 

propiedad. El juez fundamenta la emisión de su pronunciamiento en el artículo 2022° 



del Código Civil, el cual hace énfasis en la oponibilidad de derechos reales, brindando 

una mayor prioridad y protección a aquel derecho que fue inscrito primero y  previo a 

la afectación del bien. De igual manera, realiza un análisis paralelo con el principio de 

la buena fe registral para luego complementarlos y llegar a la conclusión más lógica. 

 

Además de llevar a cabo el análisis normativo de la situación registral del bien, el juez 

realiza una interesante acotación acerca de la constitución del acto jurídico de la 

hipoteca, pues sostiene que al momento de constituir la garantía hipotecaria no se 

tuvo la participación de los dos cónyuges; es decir, existe una deficiencia en cuanto a 

uno de los elementos más importantes del acto jurídico que es la manifestación de 

voluntad. Es por ello que, de manera muy sutil, recomienda que el cuestionamiento de 

la situación legal del bien debe partir de la validez del acto jurídico de la hipoteca, por 

lo que el proceso de tercería de propiedad no sería la vía idónea para tal pretensión 

pues en esta última sólo se limita a determinar la propiedad de aquellos bienes 

afectados. En ese sentido, se podría hablar de un acto jurídico ineficaz pues es 

evidente la existencia de la omisión de la manifestación de voluntad del cónyuge 

perjudicado en relación al bien afectado con la hipoteca. Frente a este concepto, el Dr. 

Vidal Ramírez (2007) refiere lo siguiente: 

 

El concepto de la autonomía de la voluntad debe enfatizarse con una nota 

que tiene una especial relevancia, como es la libertad, porque la vigencia 

del principio implica un reconocimiento a la libertad individual y a su tutela 

jurídica. La autonomía de la voluntad debe entenderse, por eso, como la 

libertad humana y el poder jurídico que el Derecho objetivo reconoce a los 

sujetos para la regulación de sus propios intereses (…). (pág. 59) 

 

Este punto es de suma importancia, pues considero que para lograr un mayor 

esclarecimiento del tema resultaría más factible tener como punto de partida el hecho 

que da origen a la controversia jurídica del caso.   

 

A propósito, es pertinente referir lo señalado en el  VI pleno casatorio civil el cual 

destaca que la hipoteca posee cierta característica enajenante de manera indirecta, 



toda vez que en caso de incumplimiento, el acreedor queda facultado a ejecutar el 

bien inmueble mediante una venta forzada o remate judicial. Por lo tanto es 

fundamental que los intervinientes no sólo participen del acto jurídico de manera 

conjunta, sino que también posean la capacidad para ello, configurándose de esta 

manera la validez del acto.  

 

Por otro lado, mediante la resolución de segunda instancia, el juez hace énfasis en la 

última disposición del art. 533 del código civil referente a los fundamentos de la 

tercería de propiedad resaltando la pre inscripción del acto registral antes de ser 

grabado por una garantía de derecho real; es decir la inscripción del derecho real debe 

constar antes de la afectación del bien. Para complementar el análisis de este artículo, 

el jurista Ronquillo Pascual (2015) señala particularmente lo siguiente: 

 

La tercería de propiedad es un mecanismo procesal de protección del 

derecho de propiedad, por medio del cual se busca evitar una “ejecución 

injusta por el objeto”, esto es, busca que el bien de un determinado sujeto 

(el tercerista) no responda por una obligación en la cual este no ha 

intervenido o, en otras palabras, que por medio de un bien propio no se 

satisfaga una deuda ajena. En consecuencia, el tercerista, afirmando que la 

agresión ejecutiva es ilegítima contra él, pretende la liberación o la 

separación injustificada que pueda derivar tanto de la ejecución de un 

embargo como para una garantía real, ya que este último caso, al igual que 

en el primero, un bien podría terminar respondiendo. (págs. 141 - 142) 

Como es evidente, la tercería tiene como base la protección de los bienes del 

propietario; sin embargo, el demandante no presentó algún medio probatorio que lo 

legitime como tal, sino por el contrario, presentó un asiento de rectificación en calidad 

de cónyuge. Todo esto con fecha posterior a las constituciones de las garantías 

hipotecarias inscritas.  

Finalmente, dados los criterios de oponibilidad de los derechos y de lo ineficaz que 

resultaría la desafectación de un bien grabado mediante una hipoteca, esto sí podría 

ser posible si ocurriera el cuestionamiento de la constitución de dicha garantía real 



como acto jurídico; mientras tanto, la tercería de propiedad no sería la vía más óptima 

para lograr este objetivo. 

Por estas consideraciones, me encuentro de acuerdo con lo dispuesto por el juez de 

segunda instancia al haber elaborado un pertinente análisis del conflicto normativo del 

caso. 

• RESOLUCIÓN DE LA CORTE SUPREMA  

Según la casación emitida por la Corte Suprema, evalúa como primer punto los 

criterios de admisibilidad de este recurso extraordinario de acuerdo a los lineamientos 

señalados en los artículos 387°, 388°, 391° y 392° del Código Procesal Civil. La Corte la 

admite por haber cumplido con los requisitos de forma; asimismo, procede a analizar 

la presunta infracción normativa de fondo que se ha vulnerado, según el demandante, 

al finalizar la segunda instancia procesal. 

 

Entre los puntos más relevantes de la casación, el juez de la Corte Superior toma en 

cuenta el cuestionamiento alegado por la parte demandante, quien manifiesta no 

estar de acuerdo con la aplicación de los artículos 2014° y 2022° del Código Civil para 

resolver el presente proceso. Ante lo cual, el Juez de la Corte Suprema manifiesta que 

el análisis y la aplicación de los mencionados artículos ha sido la correcta y que además 

el demandante está invocando nuevos argumentos que no guardan relación con la 

controversia jurídica del caso; asimismo, sustenta que con este mecanismo el 

demandante sólo está cuestionando el criterio aplicado por la Corte Superior y 

pretendería la re evaluación de los medios probatorios actuados, motivo por el cual 

declara el recurso casatorio como improcedente.  

 

En base a lo descrito, concuerdo con esta resolución casatoria pues considero que no 

se ha contravenido la aplicación de ningún derecho, y por lo tanto, el pronunciamiento 

judicial de segunda instancia realiza un pertinente análisis del problema jurídico de 

fondo.  

Al tratarse de un recurso extraordinario de casación, debe cumplir con ciertos 

requisitos para su procedencia, pues no se puede aplicar a todos los casos. A 



continuación, el autor Sánchez - Palacios Paiva (2009) mediante una de sus obras 

realiza el siguiente aporte: 

 

En casación se juzga la sentencia de mérito recurrida, no se juzga el 

proceso, y la Corte sólo conoce y se pronuncia sobre lo que es puntual 

materia de denuncia en el recurso de casación, lo que configura “la causa 

pretendi”. 

La competencia de la Sala de casación queda enmarcada en los extremos 

del recurso, y en consecuencia: 

a) No puede realizar averiguaciones de hecho ni alterar el Juicio de hecho 

establecido en las sentencias de mérito, porque no puede apreciar la 

prueba actuada. 

b) No puede pronunciarse sobre aquellos extremos de la Resolución Superior 

que no han sido impugnados, y que por tanto han quedado consentidas. 

(pág. 79) 

De esta manera, se confirma la competencia que posee un recurso de casación y 

cuáles son las delimitaciones legales para poder hacerlo efectivo, pues mayormente 

cumple una función revisora de una posible y deficiente aplicación de algún dispositivo 

legal sumamente relevante para el proceso. Por consiguiente, considero que la 

decisión y el criterio utilizado en el recurso de casación para su evaluación es el más 

apropiado por estar acorde a derecho. 
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En cuanto a lo abordado con anterioridad, es pertinente tener en cuenta que para 

interponer una demanda de tercería de propiedad es de suma importancia cumplir con 

los fundamentos expuestos en el artículo 533° del Código Procesal Civil para su 

procedencia; caso contrario, la demanda sería susceptible de una posible denegatoria 

por parte del juez al no contar con los requisitos que la ley señala. 

En ese sentido, cuando se pretenda iniciar un proceso de tercería de propiedad frente 

a una garantía real como es la hipoteca, es indispensable evaluar los asientos 

registrales del bien y realizar el análisis cronológico de la inscripción de los derechos 

registrales a fin de aplicar correctamente el principio registral de la prioridad, el cual 

otorga una mayor protección al derecho inscrito con mayor antigüedad (“primero en el 

tiempo, primero en el derecho”).  

Asimismo, corresponde evaluar la oponibilidad de derechos que surge ante una 

garantía real de hipoteca, en base al artículo 2022° del Código Civil pues sólo procede 

si el derecho que se pretende proteger o legitimar constaba en los registros con 

anterioridad a la constitución del acto, ya que de por sí la inscripción del derecho del 

acreedor hipotecario adquiere la calidad de erga omnes. 

En base a ello, es de vital importancia que el acreedor hipotecario haya constituido el 

acto  basándose en la información que brindaba el registro, no existiendo algún otro 

medio por el cual el acreedor pudo acceder a alguna información distinta que 

desvirtúe lo dispuesto según la normativa de los registros públicos. Esto daría paso a la 

presunción de la buena fe del tercero, que es el fundamento central del principio de la 

buena fe registral según el artículo 2014° del Código Civil.  

Ante este tipo de presunción legal como es la buena fe, es indispensable que el 

tercerista pueda demostrar que el acreedor conocía la inexactitud del registro al 

momento de constituir el derecho real de garantía a su favor. Una vez que esto quede 

demostrado, el tercerista podría hacer valer su derecho de propiedad sobre el bien. Sin 

embargo, esto no pudo darse en el proceso materia del presente análisis. 

Al respecto, hoy en día la ley señala expresamente que el estudio registral de un bien 

debe realizarse a nivel de los títulos archivados con la finalidad de consolidar aún más 

la buena fe del tercero adquiriente, evitando de esta manera cualquier tipo de vicio en 



cuanto al ámbito registral o contractual. Es así que el tercero de buena fe puede alegar 

que su derecho está protegido al amparo del principio de la fe pública y de la 

publicidad registral que se presume es de conocimiento de todas las personas. 

Finalmente, considero que en primera instancia debió plantearse un proceso de 

cognición acerca de la nulidad del acto jurídico mediante el cual entre en 

cuestionamiento los presupuestos para la validez y/o eficacia del acto jurídico que dio 

origen al gravamen del bien, que en este caso fue el contrato de hipoteca entre la 

demandada y las entidades bancarias.                                           
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